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El fraude fiscal ha s ido un tema recurrente y profusamente estudiado por los 
hacendistas en todos los países y en todas las épocas. En este trabajo preten-
demos llamar la atención sobre determinados aspectos metodológicos que 
deben ser tenidos en cuenta al abordar e l fraude fi scal en el momento actual. 
En efecto, son tres las cuestiones importantes en el análisis de este fenó-
meno: un planteamiento metodológico multidisciplinar; una reflexión desde 
la dogmática tributaria y los tradicionales conceptos jurídicos del fraude fi s-
cal; y un nuevo acercamiento al principio constitucional de capacidad eco-
nómica. Estas tres cuestiones han estado en el centro de la influencia que la 
doctrina ita liana tuvo sobre la construcción del Derecho tributario español. 
Metodológicamente, e l presente trabajo pretende recuperar las aporta-
ciones de la Escuela de Pavía y el pensamiento de Griziotti para abordar 
el fraude fisca l en sus aspectos sociológicos, económicos y jurídicos. Del 
mismo modo, en el ámbito de la dogmática j uridica, es necesaria la revisión 
de los conceptos de fraude fiscal, infracción tributaria, simulación, economía 
de opción, hasta el más actual de planificación fiscal agresiva. Y todo ello en 
el seno de una Hacienda cada vez más global izada. Por último, el trabajo de-
fiende un aná lisis de l fraude fiscal desde los principios de justic ia tributaria, 
cuyo paradigma ha sido tanto en la Constitución ita liana como la española el 
principio de capacidad económica. 
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L A INFLUENCIA DE LA DOCTRINA ITALIANA EN LA CONSTRUCCIÓN DEL 
D ERECHO TRIBUTARlO ESPAÑOL 
Una de las cuestiones basilares para la construcción del Derecho F inanciero 
y Tributario en España fue la defensa de la juridicidad de este sector del 
ordenamiento, como reacción a los postulados de la Escuela de Pavía y el 
pensamiento de Griziotti , que propugnaba un estudio integral de la Hacienda 
Pública. 
Para Griziotti' , la causa era el fundamento jurídico último de la obliga-
ción que tienen los ciudadanos de pagar el impuesto y se identifica con el dis-
frute de los servicios y bienes públicos o, en un sentido más genérico, con las 
ventajas que el contribuyente obtiene por pertenecer a la colectividad, directa 
o indirectamente, por medio de los servicios públicos o como consecuencia 
de los beneficios que obtiene de la vida social. 
Sin embargo, esta causa primera debe ponerse en conexión con la rique-
za para proceder al reparto del coste generado por la producción de los servi-
cios públicos. De esta manera, la posesión o consumo de riqueza constituiría 
la causa inmediata de la imposición, que queda unida a aquélla mediante el 
principio de capacidad económica que expresa el disfrute de los servicios 
públicos por parte de los sujetos obligados a contribuir. 
Con ello, Griziotti conecta su construcción dogmática de la obligación 
tributaria basada en el elemento causal con los principios materiales de justi-
cia tributaria, apartándose de las tesis negadoras de la juridicidad de la norma 
tributaria y de las teorías formalistas del tributo. 
Respecto al pensamiento de Griziotti, merece la pena en el momento ac-
tual detenerse, en la medida en que como veremos posterionnente, uno de los 
debates metodológicos que se ha abierto en nuestro país en los últimos años 
es superar un cierto aislacionismo jurídico, producto de la defensa a ultranza 
de la autonomía del Derecho tributario. 
Como es conocido por todos, fue la concepción integral propugnada por 
Griziotti2 y sus discípulos, la que contribuyó a crear una corriente de pen-
samiento en torno al estudio del fenómeno financiero por la Ciencia de la 
Hacienda, lo que fue considerado un importante obstáculo en el proceso de 
construcción del Derecho Financiero como disciplina autónoma. 
l. GRJZIOTTJ , Benvenuto, «TI principio della capacita contributiva a la sua applicazio-
ni», RDFSF. 1949, p. 15 y siguientes y «En tomo al concepto de causa en el Derecho 
Financiero», HPE, nüm. 64, 1980, p. 262 y siguientes. 
2. GRIZIOTTI, Benvenuto, Principios de Polírica, Derecho y Ciencia de la Hacienda, Ed. Reus, 
Madrid, 1935; Studi di Scienza de/le Finanze e Diritto Finanziario, Ed. Giuffre, Milano, 
1956 y Primi elementi di Scienza del/e Finanze, Ed. Giuffre , Milano, 1962. 
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La posición de Griziotti era cuali tativamente diferente a las posiciones 
sustentadas hasta ese momento, en la medida en que partía de una concep-
ción de la C iencia de la Hacienda como una d isciplina con entidad propia 
suficiente para considera rla autónoma frente a las C iencias Económicas y a 
las C iencias Jurídicas, con fundamento en la especific idad de su objeto de 
estudio: la Hacienda Pública. 
A juic io del autor que comentamos, la aproxi mación cientí-fica a la ac-
tividad financiera, como objeto único de conocimiento de la C iencia de la 
Hacienda, debía efectuarse mediante un método sincrético que abarcase el 
análisis de los cuatro e lementos que integran el fenómeno financiero: polí-
tico (conocimiento de las directrices), económico (fun ciones a desarrollar), 
jurídico (causas de la ley) y técnico (actuación que produce e l ingreso). 
De esta manera, el fenómeno financiero consti tuiría la síntesis que tras-
cendería dichos elementos y configuraría e l objeto de conocimiento de una 
ciencia cuya autonomía radicaría, precisamente, en dicho objeto, en ser «es-
pecíficamente fi nanciera». 
La concepción de Griziotti fracasó por la enorme dificultad de asumir 
desde una única ciencia los diferentes métodos necesarios para el estudio de 
los heterogéneos elementos que integran el fenómeno fi nanciero, proporcio-
nando escasos resultados como consecuencia de la dispersión de esfuerzos3. 
Pero también fracasó, por la unanimidad con la que se aceptaron las criticas 
formuladas a l c itado autor, por Sainz de Bujanda, que defensor a ultranza 
de l método jurídico, realizó un perfecto deslinde de todas las ciencias que 
pueden ocuparse del fenómenos financiero4• 
En e l momento actual, la reivindicación de la figura de Griziotti, se basa, 
y es ta es la orig inalidad de la nueva reflexión sobre el clás ico, de l acerca-
miento al método propugnado por el autor ita liano, que lejos de defender un 
método sincrético di fic il de entender, lo que propugnaba era una idea tan 
actual como la inten-elación e intercomunicación de las d istin tas c iencias. 
Como decía García Añoveros, en un trabajo inédito c itado por Escri bano 
López5, «Griziotti, tan olímpicamente superado o rebatido con tres palabras 
3. Debemos destacar que, en época reciente, diversos autores apuestan por rehabilitar la figura 
de Griziotti. Véase, MARTÍN JtMÉNEZ, Adolfo J. , «Metodología y Derecho financiero: ¿es 
preciso rehabilitar la figura de B. Grizioni y el análisis integral de la actividad financiera 
del Estado?», RDFHP. núm. 258, 2000, p. 913 y siguientes y ESCRIBA o LÓPEZ, Francisco, 
«Algunas propuestas metodológicas para la (re)construcción de un Derecho financiero del 
siglo XXI», Ponencia presentada a la I Jornada «Jaime García Añoveros» ... , op. cit. 
4. Vid. SAIN7. DE BUJANDA, F.: Sistema de Derecho Financiero. vol. 1 UCM,pág. 339 y ss. 
5. EsCRIBANO LÓPEZ, F.: «Algunas propuestas metodológicas para la (re)construcción de un 
Derecho Financiero del siglo xxm. I Jornada Metodológica «Jaime García Añoveros» ... 
IEF, op. cit. , p. 35. 
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en los análisis al uso, no decía una estupidez, sin más, carente de todo senti-
do, una especie de memez metodológica. De algún modo, ponía en su sitio 
cosas que la "pureza" del método jurídico, entendida como puro dogmatismo 
sin anclaje en la realidad compleja, desvirtuaba, porque hacía del derecho 
una caja vacía, una envoltura de juegos ingeniosos, e incluso muy agudos, 
de juristas "puros" [ ... ] de modo que menos desprecio de lo que se ignora, y 
menos ignorancia de lo que se desprecia». 
Esta reivindicación de Griziotti, como exponente de un método antifor-
malista, que no antijurídico, es también el defendido por Martín J iménez, 
que afirma que sorprenden las criticas a l autor italiano, cuando precisamen-
te una de sus preocupaciones fundamentales fue revitalizar los estudios de 
Derecho Financiero en Italia frente a los estudios meramente económicos de 
la actividad financiera6• Sobre este resurgimiento de las tesis defensoras de 
métodos integradores, con los que estoy plenamente de acuerdo, volveremos 
más adelante, ya que es una de las corrientes de actualidad en e l pensamiento 
juríd ico financiero. 
Pero volviendo la vista a nuestros primeros estudios, obviamente era 
el recorrido tradicional en la historia de nuestra disciplina, muchas veces 
guiados por el Sistema de Sainz de Bujanda y los estudios recopi lados en 
Hacienda y Derecho. La concepción integral de Griziotti, indiscutidamen-
te equivocada en aquel entonces, sobre la base de los estudios de Sainz de 
Bujanda. El p luralismo metodológico de Giannini, D ' Amati y Berl iri en el 
cual se integraba mayoritariamente la doctrina española. Así como las teo-
rías funcionales e integrales posteriores las que cerraban la evolución del 
Derecho Financiero. 
Tal vez ha sido esa idéntica historia repetida durante años, lo que en e l 
momento actual, ya sin ninguna presión metodológica ni política, ha permiti-
do a la doctrina volver los ojos a las tesis clásicas más antiguas para poner en 
cuestión no sus obras, sino la interpretación que de las mismas se ha hecho 
hasta ahora. Asimismo, ha habido en mi opinión tres factores que han hecho 
reflexionar a la doctrina respecto al objeto y método del Derecho Financiero. 
Una de ellas es la madurez alcanzada por la Constitución y la doctrina del 
Tribunal Constitucional; otra el fenómeno económico y sociológico de la 
global ización de la economía, que ha puesto en cuestión el estatalismo con 
el que siempre se ha analizado el Derecho Financiero, por último, la inte-
gración de España en la Unión Europea y por lo tanto el nuevo sistema de 
6. MARTÍN JIM ÉNEZ, A.: Metodología y Derecho Financiero: ¿es preciso rehabilitar la figura 
de B. Criziotti y el análisis integral de la actividad financiera del Estado?, RDFHP n.0 258, 
2000, p. 920. 
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fuentes que es necesario tener en cuenta en el aná lisis de cualquier fenómeno 
financiero. 
Prueba manifiesta de esta nueva corriente es la propia cita del profesor 
Ferreiro, que se escogió para abrir la publicación de la I Jornada Metodológica 
celebrada en el Instituto de Estudios Fiscales en febrero de 200 1: «La "pure-
za del método" que tan necesario fue para nosotros defender hace varios lus-
tros corre el peligro de conducir -cuando se exagera y perdón por la expre-
sión- a la "burreza del método", consistente en ignorar todo lo que escriben 
quienes no son especialistas en Derecho financiero y leer solo, y citar solo, 
y copiar solo a quienes son especialistas en esta materia. Así, encerrados en 
un círculo aislado y separado, se pueden cometer los más absurdos atentados 
contra la construcción multisecular de nuestro ordenamiento, colocado ahora 
al servicio del Estado de Derecbo»7. 
Ahora bien, la nueva defensa de que el conocimiento completo de la 
Hacienda Pública o de la actividad financiera requiere de varias ciencias o 
de varios métodos no significa, en mi opinión, que el j urista al analizar esta 
actividad financiera utilice varios métodos dispares, económico y jurídico, 
porque no existe un método juridico-económico. Lo que se quiere poner de 
manifiesto, es que no se pueden desconocer en el análisis de la norma jurí-
dica los puntos de vista que pueden aportar otras ciencias y la función social 
que están llamadas a cumplir las normas jurídico tributarias, así como las 
consecuencias de su aplicación. 
No desconocemos, sin embargo, que la doctrina tributaria española, al 
lado de los esfuerzos tendentes a s istematizar y crear una dogmática jurídico 
tributaria, ha tenido una especial preocupación por un método sustancialis-
ta del Derecho Financiero, basado en los principios constitucionales, con 
especial devoción al principio de capacidad económica, como fundamento 
último de justicia que debe guiar la creación e interpretación del Derecho 
Financiero. 
Pero si bien es di fic il encontrar un artículo doctrinal o una monografía de 
Derecho tributario que no arranque o termine con el análisis constitucional 
de cualquier precepto tributario, sí es cierto que en la moderna doctrina, se 
ha abierto paso un nuevo integralismo, consistente en intentar analizar con-
juntamente el Derecho tributario en su conexión con otras ramas del ordena-
miento. Y cuando hablo de neointegralismo, no lo hago, antes al contrario, 
en sentido despectivo, sino como una apertura hacia el exterior, tanto res-
pecto a disciplinas extrajurídicas, como respecto a otras ramas del Derecho. 
7. F ERREIRO L APATZA, J. J.: Curso de Derecho Financiero. 21 ,a ed., Marcial Pons, 1999. 
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En este sentido, ha sido inevitable volver los ojos a la Ciencia de la 
Hacienda, o al estudio de la Hacienda Pública realizada por economistas. 
La vorágine legislativa en materia financiera y tributaria se debe en buena 
parte a decisiones de política económica y en ocasiones de política, sin más 
adjetivos. Pensemos en la contención del déficit, en el estímulo de fórmulas 
alternativas al sistema público de pensiones, en el tratamiento favorable al 
ahorro o a la inversión, en la política social favorable a la discapacidad o a la 
mujer, son solo algunos ejemplos de razones de la últimas reformas sobre los 
principios presupuestarios, sobre la leyes de los distintos impuestos, sobre la 
financiación de las haciendas territoriales. En la toma de muchas de esas de-
cisiones y en la elaboración de las normas jurídicas participan economistas, 
sin cuyos conceptos e instrumentos es difici l en algunos casos interpretar las 
normas juridicas8. 
Lo mismo podemos decir del análisis de la relación con otras discipli-
nas jurídicas. En los últimos años hemos as istido a un florecimiento de es-
tas relaciones, básicamente en mi opinión con tres disciplinas jurídicas: el 
Derecho administrativo, el Derecho internacional y el Derecho mercantil. 
La importancia que la doctrina tributaria ha atribuido en la última década 
a los procedimientos tributarios y a su parquedad en unos casos (gestión) a 
sus defectos (inspección) o a su constitucionalidad (sancionador) en otros, 
no necesita de ninguna prueba. Estos estudios han necesitado como referen-
te en muchos casos los procedimientos administrativos, y sobre todo la ley 
30/1992 de RJAPPAC como norma sobre la que basar la posterior Ley de 
Derechos y Garantías de los Contribuyentes y la reforma de la Ley General 
Tributaria de 2003. 
Por su parte, las líneas de investigación iniciadas en varias universidades 
españolas sobre fiscalidad internacional, han hecho volver los ojos asimismo 
a la doctrina sobre las instituciones y fuentes del Derecho internacional para 
8. Esta interrelación no es una cuestión tampoco que nos planteemos exclusivamente los juris-
tas. Ya en 1984, en el número 91 de la revista Hacienda Pública española, se recogían las 
colaboraciones de un conjunto de economistas sobre el tema de la evolución y perspectivas 
de la disciplina Hacienda Pública en el marco de las modernas economías occidentales. 
Según ÜRTIZ CALZADILLA, en todos los autores (HERBER, MusGRAVE, PEACOCK, SHOUP, 
WILLIAMS, MATHEWS, BRENNAN, BRETON, TULLOCK y WISEMAN) se pone claramente de 
manifiesto, entre otras cuestiones fundamentales, la creciente interrelación de la Hacienda 
Pública con otras disciplinas fronterizas (derecho, sociología, ciencia política, técnicas pre-
supuestarias y contables, informática, psicología social, etc.) y la necesidad de aumentar 
la colaboración con especialistas de las mismas). Según BRENNAN: «La conexión (entre 
disciplinas) se entiende perfectamente. Las medidas políticas necesitan de instrumentos 
legales para llevarlas a la práctica y los especiales problemas de diseñar las normas legales, 
así como las dificultades de ponerlas en vigor y de su administración son importantes in-
gredientes de una determinada política». 
1 
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dar soluc ión a problemas tributarios que no se pueden estudiar desde una 
perspectiva exclusivamente nacional, entre los que se encuentra e l fraude 
fisca l. 
Todas estas reflexiones metodológicas son las que se deben revitalizar 
en e l análisis del fraude fiscal, como fenómeno en e l que confluyen aspectos 
jurídicos pero también, sin duda, sociológicos y económicos, y fundamental-
mente de justicia tributaria. 
En efecto, en muchas de las medidas que se puedan adoptar en la lucha 
contra e l fraude hay que tener en cuenta sus efectos económicos y el com-
portamiento social ante e l tributo, lo cual se refleja rá en las normas jurídicas 
que se adopten al respecto. Pero a su vez, siendo muchas de las normas de 
carácter sancionador, hay muchos principios j urídicos que se ponen en juego, 
desde el vehículo normativo apto, hasta cuestiones procedimentales en rela-
ción al respeto de los derechos y garantías de los contribuyentes que habrá 
que tener en cuenta. 
fACTORES QUE INFLUYEN EN EL ANÁLISIS ACTUAL DEL FRAUDE FISCAL 
Al método multidisciplinar con el que se debe abordar e l estudio del fenó-
meno del fraude fiscal al que hemos hecho referencia en el epígrafe prece-
dente, hay que añadir otros dos factores que se encuentran en el centro de la 
cuestión para la lucha contra el mismo: por un lado, e l propio concepto de 
poder financiero en una Hacienda globalizada, en el que también las medidas 
contra el fraude fiscal necesitan transcender las fronteras de los Estados, y el 
anclaj e en unos conceptos jurídicos hoy superados por el primer fenómeno. 
Los modelos constitucionales de organización territorial descentralizada, 
como ocurre en España, conllevan la existencia de diferentes niveles de la 
Hacienda Pública o diferentes Haciendas Públicas: una Hacienda Estatal, 
Autonómica y Local. Pero asimismo los niveles de integración supranacio-
nal comportan un nivel supranacional representado por la Hacienda comuni-
taria, e incluso en un futuro una Hacienda g lobalizada, del mismo modo que 
se está diseñando una Constitución comunitaria o se puede llegar a pensar en 
una Constitución internacional. 
En España, la Constitución fijó, por un lado, la distribución del poder 
financ iero, esto es, del poder para establecer un sistema de ingresos y gastos; 
de llevar a cabo, en definitiva, la actividad financiera en un Estado descen-
tralizado como es el caso español. Por otro lado, la Consti tución establec ió 
los principios comunes que limitarán el ejercicio de ese poder financiero, 
del establecimiento y regulación de esos ingresos y gastos basado en los 
principios de autonomía financiera, suficiencia financiera, coordinación y 
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solidaridad. A este marco constitucional interno de las Haciendas españolas 
hay que añadir ahora el marco comunitario y sus repercusiones a nivel inter-
nacional. El desarrollo constitucional a través de las diferentes refonnas del 
modelo de financiación autonómica han convertido a un s istema en un prin-
cipio fuertemente centralizado, en un sistema, primero compartido, y luego 
cada vez más federal. 
El concepto de poder financiero ha sido estudiado en el ámbito del 
Derecho Financiero desde dos perspectivas: por un lado, para explicar el fun-
damento del tributo, y por lo tanto a partir de ahí poder construir dogmáti-
camente una disciplina jurídica, y por otro lado, para explicar las relaciones 
entre distintos niveles de la Hacienda Pública o entre distintos Estados con 
poder financiero. Al primer discurso responde la distinción entre relación de 
poder, relación obligacional o función, para explicar la relación tributaria; o 
en la tesis obligacional, la relación jurídico tributaria. Por el contrario, cuan-
do se analiza el poder financiero o el poder tributario en relación a diferentes 
Estados soberanos o en diferentes niveles de Hacienda Pública, los análisis se 
centran en los límites internos e internacionales de sometimiento a ese poder. 
Sin embargo, en mi opinión, se debería revisar todas estas tesis con-
juntamente, ya que si llegamos a la conclusión de que la relación jurídico-
financiera es una función, en el sentido de un poder-deber otorgado por la 
ley, el sistema de fuentes es decisivo en el desarrollo de esta función , y por 
lo tanto las fuentes internacionales a través de los tratados y convenios son la 
pieza clave en el reparto de estas funciones financieras y en la lucha contra 
el fraude fiscal cuyos modelos no se pueden circunscribir hoy solo a la mera 
infracción de una norma tributaria de Derecho interno. 
Precisamente por ello, el otro factor decis.ivo es el análisis dogmático de 
los conceptos de infracción tributaria, simulación, fraude a la ley o economía 
de opción9. 
El fraude a la ley se diferencia de la defraudación en que en esta última 
existe una abietta vulneración de una norma tributaria, reaccionando el or-
denamiento vigente con la imposición de las correspondientes sanciones. En 
el fraude a la ley, en cambio, no existe un ilícito en sentido técnico, por lo 
que el ordenamiento trata de luchar contra él no por la vía sancionadora sino, 
bien dictando normas que lo prevengan, o bien a través de un procedimiento 
orientado a aplicar la norma que se considera defraudada. La ilicitud se con-
vierte, de esta forma, en el límite de la conducta en fraude a la ley, que no 
9. Con carácter general vid. NAVARRO FAURE (Coord); MARTJN LÓPEZ; M ARTÍNEZ GJNER, 
M ARTÍNEZ M UÑoz , NAVARRO FAURE; RJBES Rlaes; VICENTE-ARCHE CoLOMA Manual de 
Derecho Financiero y Tributario. Tirant lo Blanch, Valencia, 2013. 
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constituye un delito, tal y como han sostenido tanto nuestro TC (Sentencia 
de 5 de mayo de 2005), como el TJUE (Sentencia de 2 1 de febrero de 2006, 
Asunto C-255/02, Halifax). 
En esta dirección, interesa as imismo distinguir e l fraude a la ley de otras 
figuras afi nes, como la simulación10• A diferencia de esta, donde se crea una 
apariencia jurídica para encubrir la verdadera realidad disimulada, en el frau-
de a la ley el negocio jurídico es efectivamente querido por las partes. En 
el fraude de ley hay elusión, pues, formalmente no se ha realizado el hecho 
imponible, sino que se ha eludido y, en consecuencia, no ha surgido la obli-
gación tributaria asociada al hecho imponible eludido. En la simulación, sin 
embargo, hay evasión. El denominador común a ambos radica en que, aun-
que por vías distintas (con engaño en la simulación y sin él en el fraude a la 
ley), en los dos asistimos a la burla de una norma tributaria. 
La distinción entre el fraude a la ley y la economía de opción es, sin duda, 
la más difícil y controvertida. Solo el elemento intencional, referido al com-
portamiento realizado con e l exclusivo propósito de eludir el tributo se con-
sidera, en última instancia, como elemento válido para su diferenciación 11 • 
Precisamente con e l fin de distinguir el fraude de ley con la planifica-
ción fiscal, e incluso con otros expedientes distintos , se han propuesto desde 
la doctri na una serie de medidas (preventivas, correctoras y sancionadoras) 
susceptibles de adoptarse en relación con estas conductas, como son: e l es-
tablecimiento de presunciones legales, la formul ación de presupuestos de 
hecho suplementarios, la calificación del supuesto de hecho al margen de 
su forma o denominación jurídica (la denominada interpretación funcional), 
la tipificación genérica de la conducta en fraude a la ley identificada con un 
parámetro objetivo (abuso de formas jurídicas), la aplicación analógica de la 
norma e ludida, o la del verdadero negocio en los casos de simulación. 
La Ley General Tributaria española (Ley 58/2003, de 17 de diciembre) 
(en adelante LGT) aborda esta cuestión mediante la previsión de tres me-
canismos tendentes a corregir las situaciones de fraude a la ley tributaria o 
elusión fiscal. El primero viene integrado por e l artículo 13 LGT que alberga 
1 O. El TC rechazó a través de su Sentencia 120/2005, de 1 O de mayo, la existencia de delito de 
defraudación en materia tributaria en los supuestos de fraude de ley tributaria, al tiempo 
que admitió su existencia en los de simulación, «toda vez que, mientras la simulación 
negocia! entraña como elemento característico la presencia de un engaño u ocultación 
maliciosa de datos fiscalmente relevantes, en el fraude de ley no existe tal puesto que el 
artificio salta a la vista». 
11. ZoRNOZA PfREZ y RUJZ ALMENDRAL aluden a la economía de opción, señalando que «no 
es más que el ejercicio de la autonomía privada al servicio de una planificación fiscal 
eficiente que resulte en una menor carga tributaria». 
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una norma de calificación inspirada en el conocido principio de «la sustan-
cia sobre la forma». Su aplicación no exige la tram itación de un expediente 
especial , puesto que la calificación se considera como una de las potestades 
administrativas que se ejerce en el marco de la gestión tributaria, tal y como 
explícitamente dispone el artículo 11 5.2 LGT '2• 
Bajo el título de «conflicto en la aplicación de la norma tributaria», 
la LGT incorpora en su artículo 15, desde 2003, un novedoso cauce para 
luchar contra las mencionadas prácticas elusivas. Así las cosas, se entiende 
que existe tal confl icto cuando se evita total o parcialmente la realización del 
hecho imponible, o se minora la base o la deuda tributaria mediante actos o 
negocios en los que concurran dos circunstancias: 
a. Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoria-
mente artificiosos o impropios para la consecución de l resultado 
obtenido; 
b. Que de su utilización no resu lten efectos jurídicos o económicos re-
levantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran 
obtenido con los actos o negocios usuales o propios. 
Cabe advertir, en este punto, el manejo de dos cri terios habitualmente utiliza-
dos en el Derecho Comparado, a saber: el del negocio artific ial o impropio 13 
(próximo al abuso de formas jurídicas del Derecho alemán) y el del propósito 
económico válido (procedente de la j urisprudencia anglosajona y utilizado en 
la nom1ativa comunitaria). La concuJTencia de estas circunstancias es acumu-
lativa, no alternativa, por lo que no existirá conflicto si solo se da una de e llas. 
Nótese, además, como mantiene Ribes Ribes 14 que los criterios enuncia-
dos por el artículo 15 LGT son asimismo coincidentes con los empleados por 
12. El artículo 115.2 LGT establece: «En el desarrollo de las funciones de comprobación e 
investigación, la Administración Tributaria calificará los hechos, actos o negocios realiza-
dos por el obligado tributario con independencia de la previa calificación que este hubiera 
dado a los mismos». 
13. El empleo de expresiones imprecisas, como la que se refiere a comportamientos «notoria-
mente artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido», ha s ido denos-
tado por el Consejo de Estado, que denunció en su dictamen «que la redacción proyectada 
pone de manifiesto, en primer lugar, un recurso excesivo a conceptos jurídicos indeter-
minados, que dejan un margen de apreciación demasiado amplio e impreciso; es decir, 
no pem1ite acotar con una mínima precisión los supuestos de hecho que puede abarcar el 
denominado abuso en la aplicación de la norma tributaria, lo que resulta evidentemente 
contrario al principio de seguridad jurídica». 
14. RlBES RlsES, A., En NAVARRO FAURE (Coord.); MARTIN LÓPEZ; MARTÍNEZ GINER, 
MARTÍNEZ MuÑOZ, NAVARRO f AURE; RIBES RIBES; VICENTE-ARCHE COLOMA Manual de 
Derecho Financiero y Tribuwrio, op. cit. 
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el TJUE en sus distintos pronunciamientos sobre la materia. En todo caso, 
llama la atención el hecho de que se obvie el criterio subjetivo o intencional, 
esto es, el propósito de eludir, diseñándose antes bien dos cri terios objetivos 
que deben concurrir en la conducta realizada. A pesar de ello, es evidente que 
la intencionalidad está presente en todos los supuestos que acuña el artículo 
15 LGT; aunque no es exigible la constancia del elemento subjetivo, pues 
el conflicto viene motivado por el resultado o efecto, y no por el propósito. 
A todos estos conceptos dogmáticos, se ha añadido ahora en el ámbito 
internacional el de Planificación fiscal agresiva. En efecto, se está califican-
do como agresiva determinada planificación fiscal que, siendo estrictamente 
legal, produce efectos indeseados. Así, se aprovecharían lagunas normativas, 
técnicas complejas o, simplemente, la falta de armonización o coordinación 
de las legislaciones tributarias de los distintos países, para conseguir, por 
ejemplo, que un mismo gasto se deduzca en varias jurisdicciones o que se 
declaren como exentas rentas que no han tributado (o han generado un gasto 
deducible) en otro Estado. 
El 6 de diciembre de 2012, la Comisión Europea publicó un plan para 
reforzar la lucha contra el fraude y la evasión fiscal internacionales COM 
(2012) 722/2 y COM (2012 8806 final) que, entre otro tipo de medidas, in-
cluye una recomendación a los Estados miembros para que limiten la pla-
nificación agresiva a través de cláusulas que, tanto en la legislación interna 
como en los convenios para evitar la doble imposición, condicionen el trata-
miento tributario de una renta o gasto a su impacto en otros Estados (de mo-
do que se asegure que existe tributación en alguna jurisdicción). Igualmente, 
se recomienda la adopción de una norma antiabuso de carácter general que 
permita perseguir operaciones artificiales con motivación fiscal y sin sustan-
cia económica. 
Estos trabajos se encuentran en la línea de los ya publicados por la OCDE 
acerca de la utilización abusiva de pérdidas fiscales (20 11 ), el abuso de en-
tidades o instrumentos híbridos (20 12) y el más reciente (de 12 de febrero 
de 20 13) sobre Base Eros ion and Profit Shifting (BEPS). Resalta la OCDE 
que, además de una merma recaudatoria, estos esquemas generan ventajas 
competitivas para las multinacionales frente a empresas más pequeñas o ex-
clusivamente locales, que no tienen acceso a esta planificación sofisticada y 
soportan impuestos más altos. 
A pesar del carácter no directamente vinculante de estos instrumentos de 
soft law y de la necesidad de las con·espondientes reformas legales, lo cierto 
es que estas iniciativas se enmarcan dentro de una clara tendencia internacio-
nal hacia adoptar medidas internacionales en la lucha contra el fraude fiscal. 
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En este ámbito internacional, la lucha contra el fraude fiscal se está ba-
sando prioritariamente en las siguientes líneas de actuación: la armonización 
de la imposición y del régimen sancionador; el intercambio de información; 
los códigos de conducta fiscal; el código del contribuyente; e l NIF europeo; 
la lucha contra los paraísos fiscales; la lucha contra la planificación fiscal 
agres1va. 
EL FRAUDE FISCAL A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE CAPACIDAD ECONÓMICA. 
Finalmente, y también en el orden metodológico y en relación a la influencia 
de la tradición jurídica italiana en la española, no se puede analizar e l fraude 
fiscal si no es bajo el prisma del principio de capacidad económica, introdu-
cido en el artículo 31 de la Constitución española, a imagen y semejanza de 
la Constitución italiana de 1947. 
La crisis del paradigma formalista en la concepción y estudio del Derecho 
en general está muy vinculada a la evolución de las corrientes constitucio-
nalistas en la Ciencia Jurídica. Estas corrientes están caracterizadas por la 
importancia otorgada a los principios constitucionales como componente de 
un sistema jurídico avanzado y democrático, y ligado a lo anterior, la impor-
tancia que se concede a la interpretación de la legislación ordinaria sobre la 
base de estos principios y, sobre todo, una integración de los valores de jus-
ticia en el quehacer del jurista, aunque conectando estos valores de justicia, 
para desmarcarse claramente del iusnaturalimo, en la justicia democrática 
reflejada en la Constitución. 
El interés de la doctrina española por e l análisis de la Constitución, de 
la interpretación de las normas a la luz de los principios constitucionales, y 
del seguimiento de la jurisprudencia constitucional, ha sido generalizado en 
todas las ramas del Derecho durante los últimos 36 años 15• 
Ahora bien, en mi opinión, para saber cómo ha influido esta corriente 
constitucionalista en el Derecho Financiero y Tributario, convendría partir 
del hecho de que las Constituciones contemporáneas se caracterizan por la 
rigidez en cuanto a los mecanismos para su reforma, buena prueba de ello 
es la propia Constitución española, solo reformada para introducir el princi-
pio de estabilidad presupuestaria. Por otro lado, el carácter normativo de la 
15. Este fenómeno lo han destacado en el ámbito del Derecho Financiero: SOLER RocH 
«Reflexiones sobre la descodificación tributaria en España». CREDF n.0 97, 1998; 
RAMALLO MASSANET: «El derecho tributario en España desde el punto de vista acadé-
mico». CREDF n.0 93, 1997; y más recientemente AGUALLO AVILÉS, A.: «La necesidad 
de un análisis constitucional del Derecho Financiero. Hacia un Derecho Financiero 
Constitucional ( 1 )»CREDF n.o l 09-11 O, 200 1, p. 45 y ss. 
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Constituc ión. Es decir, como dicen los constituc iona lis tas, la Constituc ión 
además de la parte orgánica, incluye una parte dogmática, un conjunto de 
principios que imponen deberes, que determinan guías de conducta. Ello su-
pone que la Constituc ión ya no es solo fuente de las fuentes del Derecho, 
sino que e lla misma es fuente del Derecho. 
Pero es precisamente esta rigidez en su reforma, la que hace que la 
Constitución, aunque parezca una contradicción, sea sumamente flexible pa-
ra dar cabida, sin necesidad de reforma, a múltiples interpretaciones. Como 
dice Escribano López: «La versatilidad o flexibilidad de normas susceptibles 
de múltiples interpretaciones es una de las características más relevantes de 
su objeto - e l texto constitucional- y su método de interpretación, que no 
puede consistir en una rígida construcción de esquemas unívocos sobre la 
base de princ ipios que se contraponen y condic ionan de f01ma que la inter-
pretac ión habrá de tomarlos en consideración en un resultado cuyo equi li -
brio no sea a lcanzado en beneficio de uno de los vectores en detrimento de l 
resto»16• 
Pero es que además, e l desarrollo normativo de la parte dogmática de la 
Constitución hace que exista una evolución en el modo de entender las re la-
c iones entre la Constitución y el resto de normas. Los derechos y princ ipios 
constituc ionales ya no se ven solo como límites negativos a la acc ión de los 
poderes públ icos, sino como normas que pueden y deben ser desarrolladas 
por normas ordinarias. El Derecho constitucionalmente legítimo no es solo 
e l que respeta los derechos, sino aquél que desarro lla las exigencias norma-
tivas derivadas de la Constituc ión. 
A todo e llo se puede añadir la contribución que la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional ha supuesto para la interpretación de los principios 
jurídicos de nuestra disciplina. 
Sin embargo, y con respecto al análisis constituc ional del Derecho fi-
nanciero , me gustaría llamar la atención, antes de adentrarme en la interpre-
tación más actua lizada de los principios, en tres aspectos novedosos en los 
últimos años. 
El primero de ellos es de carácter metodológico. En efecto, por un lado 
están los autores que ya hace tiempo han denunciado un exceso de constitu-
cionalismo en los aná lisis de Derecho Financiero17, tanto por la extensión a la 
16. ESCRIBANO, F.: «Por un Derecho Financiero Constitucional (Luces y sombras de la 
Jurisprudencia constitucional tributaria)». RDFHP n.0 258, 2000, p. 833. 
17. BAYONA De PEROGORDo,JJ.: «El procedimiento sancionador», lnformaciónfiscal, n.0 16, 
1996, p. 29; RODRIGUEZ BEREIJO, A.: En Prólogo a la obra de ZORNOZA PÉREZ. J. J. 
El sistema de infracciones y sanciones lributarias. (Los principios constitucionales del 
Derecho sancionador}, Civitas, Madrid, 1992, p. 15. 
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materia tributatia de principios en origen ajenos a la misma, como por un ex-
ceso de dogmatismo hacia los pronunciamientos del Tribunal Constitucional. 
En este sentido, recientemente, Soler Roch, ha llegado a decir que «en líneas 
generales, puede hablarse de una cierta rendición de la doctrina española 
ante los pronunciamientos del Tribunal Constitucional , hasta el punto de que 
esta ha tomado, en ocasiones, la antorcha dogmática (el concepto de tributo, 
por citar solo un ejemplo). Y asistimos sin el menor sonrojo científico, al fe-
nómeno, cada vez más generalizado, por el cua l los autores, en lugar de citar 
conceptos elaborados por la doctrina, recurren a los argumentos expuestos en 
los fundamentos jurídicos de las sentencias de este Tribunal»18. 
Frente a ello, se produce una revitalización del constitucionalismo 
metodológico, cuyos exponentes más recientes son Escribano19 y Aguallo 
Avilés20, que defiende en mi opinión, no tanto un constitucionalismo, sino 
una método integral de análisis con el Derecho Constitucional. Esto es, no se 
trataría de analizar con esquemas del Derecho Financiero normas recogidas 
en la Constitución, sino de apl icar los conceptos constitucionales a la materia 
financiera. Así, el autor citado en segundo lugar mantiene que: «un análisis 
consti tucional de las normas tributarias que pretenda ser riguroso precisa de 
un conocimiento pormenorizado, no solo de los preceptos constitucionales 
(de su dicción), sino también de la doctrina que sobre los mismos ha dic-
tado el Tribunal Constitucional (la última doctrina porque, como diremos, 
la jurisprudencia constitucional y, por tanto, e l significado de los concep-
tos, principios y derechos constitucionales, puede cambiar), así como de la 
nomenclatura, las categorías y los criterios hermenéuticos que manejan los 
constitucionalistas. Hay que conocer en profundidad conceptos recogidos en 
la Constitución o acuñados por los constitucional istas como el de "contenido 
esencial", "contenido constitucionalmente posible" o "constitucionalmente 
protegido primafacie" de los derechos, " limitación" y "del imitación" de los 
mismos, "ponderación" de bienes etc. ; y estar al día en principios como el de 
"unidad de la Consti tución", de la "concordancia práctica" o de "proporcio-
nalidad", por mencionar solo algunos de ellos. Cuando se ignoran concep-
tos o principios como los citados se acaba inexorablemente nombrando a la 
Constitución en vano». 
18. SOLER Roc H, M . T.: «Reflexiones sobre la evo lución del concepto del Derecho Financiero». 
Documentos n.0 11/02. IEF, p. 58. 
19. EscRIOANO, F. : «Por un Derecho Financiero Constitucional (Luces y sombras de la juris-
prudencia constitucional tributaria)». RDFHP 11.0 258, 2000, p. 831 y ss. 
20 . A GUALLO AVILÉS, A .: La necesidad de un análisis constitucional del Derecho Financiero. 
hacia un Derecho Financiero Constitucional, Civitas , Madrid, 200 l . 
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Sin embargo, no destaca el autor citado cómo también la falta de rigor 
metodológico en la utilización de los conceptos elaborados e interpretados 
por la doctrina jurídico financiera puede conducir a interpretar normas cons-
titucionales con resultados poco convincentes: pensemos en el zigzagueante 
camino en la interpretación del concepto de tributo, o en la interpretación 
del contenido de la ley de Presupuestos, o en la ausencia de aplicación de los 
principios de justicia en el gasto público o en la interpretación desmesurada 
de los principios propios de la materia sancionadora al ámbito tributario. 
En mi opinión, el análisis constitucional es un aspecto más, el más im-
portante si se quiere, pero no el único en el análisis de l Derecho Financiero, 
al igual que la interpretación que de aquellas nonnas haga el Tribunal 
Constitucional será la más autorizada interpretación en términos jurídicos, 
pero no necesariamente en términos científicos. Es cierto que los valores no 
pueden estar ausentes en cualquier análisis jurídico, salvo que volvamos a 
un formalismo desfasado e inútil, como ya hemos puesto de manifiesto en 
epígrafes precedentes. Y es cierto también que estos valores, si no se quieren 
buscar en el Derecho NaturaF1, hay que encontrarlos en el texto constitu-
cional. Pero una vez descubierta la idoneidad de una norma tributaria con 
respecto a la Constitución, el análisis jurídico no ha terminado con ello. 
Precisamente porque la Constitución no es la única fuente, aunque sea la 
más importante, aparece el segundo de los fenómenos que se tienen en cuen-
ta ahora en los análisis constitucionales del Derecho Financiero, y es que en 
un Estado integrado como España en la Unión Europea, en la cúspide de la 
pirámide kelnesiana aparece también otra Constitución, la europea, y junto a 
los principios clásicos aparecen otros, y junto a la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, aparecen otras instancias interpretativas. 
Por último, hay que destacar cómo el carácter versátil de la Constitución 
española, al que antes hacíamos referencia, ha propiciado toda una evolución 
en el anál isis de la interpretación de los principios financieros y de determi-
nados institutos jurídico-financieros, cuya explicación no puede prescindir 
ya del acervo doctrinal de la jurisprudencia constitucional. Podemos desta-
car, la siguiente evolución. 
21., Queremos destacar, sin embargo, en los últimos años, un especial interés por algunos 
autores en las relaciones entre Derecho tributario y moral. Vid. HERRERA MoLTNA, P.: 
Presentación a su traducción de la obra de T1PKE, K. Moral tributaria del Estado y de los 
contribuyentes, Marcial Pons, 2002. En la misma obra el autor destaca en este sentido 
las aportaciones de PEREZ L UQUE Deberes tributarios y moral, Edersa, 1980: CORRAL 
GuERRERO: «Derecho financiero y Derecho natural». En Estudios de Hacienda y Derecho 
Homenaje a César A lbiñana Carda-Quintana, Ministerio de Economía y Hacienda, 
1988. 
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La Constitución recoge en el artículo 31.1 y 3 1.2 los siguientes princi-
pios: principio de capacidad económica; principio de generalidad; principio 
de igualdad ; principio de progresividad; prohibición de la confiscatoriedad; 
principio de asignación equitativa de los recursos públicos. 
Ha sido destacado por la mayoría de la doctrina el establecimiento por 
el artículo 31 de la Constitución, no solo de los tradicionales principios de 
justicia material de los tributos sino la incorporación al texto Constitucional 
de los principios de justicia en materia de gasto público. 
De tal manera que como manifiesta Martín Queralt: «La unidad del fenó-
meno financiero no deriva solo de su previsión conjunta en el Presupuesto, 
sino de su común sujeción a unos principios materiales, que, si bien es cierto 
que son específicos en cada campo, no lo es menos que presentan un incues-
tionable carácter unitario»22. 
Respecto al principio de capacidad contributiva, el Tribunal Constitucional 
ha destacado: que no es el criterio exclusivo de justicia (STC 271198 1, de 20 
de julio); que no se trata de un valor absoluto que deba encontrarse en todos 
y cada uno de los supuestos de aplicación de un tributo, residiendo su senti-
do en que el hecho imponible sea denotativo de ella en la generalidad de los 
casos (SSTC 37/1987, de 26 de marzo, 221/1992, de 11 de diciembre); que 
la capacidad económica significa la incorporación de una exigencia lógica 
que obliga a buscar la riqueza allí donde se encuentra (SSTC 271198 1, de 
20 de julio, 150/1990, de 4 de octubre); que la capacidad económica debe 
proyectarse sobre la estructura jurídica de todo el tributo, abarcando incluso 
su aplicación (STC 76/1990, de 26 de abril); la capacidad contributiva e_s un 
criterio de medición de la carga tributaria y cualidad subjetiva del obligado 
tributario, así como su correcta aplicación es una exigencia del principio de 
igualdad (STC 45/ 1989, de 20 de febrero). 
En tomo al principio de igualdad, también contamos con importantes 
pronunciamientos del Tribunal: la igualdad tributaria del artículo 31.1 es 
aplicación en este ámbito del principio de igualdad recogido con carácter ge-
neral en el artículo 1 de la Constitución, impidiendo un trato discriminatorio 
no solo en la ley, sino también en la aplicación de la ley (SSTC 811986, de 21 
de enero, 19711 987, de 11 de diciembre 45/ 1989, de 20 de febrero); las dis-
paridades de trato solo pueden operarse sobre la base de la capacidad econó-
mica o de otros criterios que tengan respaldo constitucional (STC 811986, de 
21 de enero); asimismo debe haber una proporcionalidad entre la finalidad 
perseguida y los medios empleados (SSTC 20911988, de 1 O de noviembre, 
45/ 1989, de 20 de febrero). 
22. MARTÍN Q uERALT, J.: «La Constitución española y el Derecho Financiero», op. cit., p. 1 O l. 
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El principio de progresividad ha sido destacado por el Tribunal 
Constitucional en e l sentido de discriminación cual itativa en conexión con e l 
objetivo de distribución de la renta (STC 20 de julio de 1981 ). 
Pues bien, en las normas contra fraude fi scal, no se debe tener en cuenta 
solo, como se ha hecho hasta ahora, un especial cuidado en e l respeto a los 
derechos y garantías del contribuyente, sino como un desarrollo de la tribu-
tación sobre la base de la capacidad económica y del principio de igualdad. 
En este sent ido, es sumamente revelador desde e l punto de vista socio-
lógico como en e l reciente estudio del Insti tuto de Estudios Fiscales23 sobre 
opiniones y actitudes fiscales de los españoles la mayoría considera que el 
fraude fiscal disminuye los recursos para financ iar los servicios públicos y 
crea injusticias porque unos tienen que pagar lo que dejan de pagar los otros, 
pero sobre todo, que el 67% opina que e l fraude fiscal no se puede justificar 
en ningún caso porque es una cuestión de solidaridad y de principios. 
23. Opiniones y actitudes fiscales de los españoles en 2011 . Autor: Área de Sociología 
Tributaria. Dirección de Estudios Instituto de Estudios Fiscales. DOC. n.o 19/2012. 
